Causa N° 19.912

"C., M. E.

s/ recurso de Casación" 

8
9

Causa N° 19.912

"C., M. E.


                                                                                s/ recurso de Casación"


En la ciudad de La Plata a los ocho días del mes de marzo del año dos mil siete, siendo las ........ horas, se reúnen en Acuerdo Ordinario los señores Jueces de la Sala Primera del Tribunal de Casación Penal de la Provincia de Buenos Aires, doctores Horacio Daniel Piombo, Benjamín Ramón Sal Llargués y Carlos Angel Natiello, bajo la Presidencia del primero de los nombrados, para resolver en causa N° 19.912 de este Tribunal, caratulada: "C., M. E. s/recurso de Casación". Practicado el sorteo de ley, resultó que en la votación debía observarse el orden siguiente: NATIELLO - PIOMBO - SAL LLARGUES, procediendo los mencionados magistrados al estudio de los siguientes

A N T E C E D E N T E S

I. Llega a este Tribunal recurso de casación interpuesto por el Sr. Defensor Oficial Adjunto de la Defensoría Nº 2 del Departamento Judicial Azul, Dr. Martín Alberto Marcelli, contra la sentencia dictada por el Tribunal Oral Criminal N° 2 de la citada circunscripción judicial, que con fecha 21 de marzo del año 2005, en causa Nº 137/1128, absolvió a M. E. C., en orden a los delitos de homicidio doblemente calificado en grado de tentativa, lesiones leves, incendio y resistencia a la autoridad, resultando necesaria la aplicación de la medida de seguridad del art. 34 inc.1º del C.P., de reclusión en un establecimiento adecuado del Servicio Penitenciario Bonaerense, para su contención y tratamiento psiquiátrico del mismo hasta que desaparezcan las condiciones que lo hacen peligroso. 


Entiende el recurrente que existe por parte del "a quo", violación y errónea interpretación de lo dispuesto por el art. 18 de la Constitución Nacional, el art. 8 apartado "a" de la Convención Americana de Derechos Humanos, art. 26 de la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre, arts. 7, 10, 14 inc. 2 y 16 de la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanas o Degradantes, al no declarar la inconstitucionalidad de las medidas de seguridad dispuestas por los párrafos segundo y tercero del inc. 1º del art. 34 del C.P..


Apoya su tesitura en una extensa cita doctrinaria, para concluir que encontrándose su defendido alojado en la Unidad Penitenciaria Nº 34 -Melchor Romero- S.P.B., se encontraría cumpliendo una pena, sosteniendo el absurdo de negar dicha situación, ocultándola bajo del título de medida de seguridad. 


Arguye que su asistido fue declarado inocente, hallándose sin embargo detenido en el mismo lugar y bajo las mismas condiciones en las que se hallaba antes de llegar a juicio. 


Continúa narrando que a pesar del rechazo que el propio tribunal ha efectuado sobre que la medida de seguridad fuese una pena, finalmente lo reconoció, lo que torna al resolutorio atacado en contradictorio y susceptible de casación. Afirma que la medida de seguridad es inconstitucional porque es una pena y como tal no es susceptible de ser aplicada a quien no cometió un delito.


Concluye, previa reserva del caso federal, solicitando se revoque la resolución atacada, declarándose la inconstitucionalidad de las medidas de seguridad dispuestas por los párrafos segundo y tercero del inc. 1º del art. 34 del C.P. y se ordene la inmediata libertad del encartado, sin perjuicio de poner en conocimiento del juez civil en turno.


II. A fs.60 se presenta el Sr. Fiscal Adjunto de Casación, Dr. Jorge Armando Roldán, quien propugna el rechazo del recurso. Considera que el recurrente no logró demostrar que la magnitud del agravio sea acreedor de la declaración de inconstitucionalidad que se postula. Además, da por tierra con la pretensión de asimilación entre medida de seguridad y pena, apoyándose en jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia Provincial.


III. Hallándose la causa en estado de dictar sentencia, se resuelve plantear y resolver las siguientes 

C U E S T I O N E S


1ra.) ¿Es admisible el recurso de casación interpuesto?


2da.) En su caso: ¿es fundado?


3ra.) ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?


A la primera cuestión planteada el señor Juez, doctor Natiello, dijo:


A la deducción en tiempo y forma con invocación de motivos del art. 448 del C.P.P., se suma en el presente que se trata de una sentencia definitiva (arts. 105 y 450 del ritual) que, habiendo impuesto una medida seguridad, genera agravio al imputado y su Defensa (art. 8 inc. 2º "h" de la C.A.D.H.; 14.5 del P.I.D.C. y P. y 454 inc. 2º del C.P.P.).


Voto por la afirmativa.


A la misma primera cuestión planteada el señor Juez, doctor Piombo, dijo: 


Adhiero al voto del doctor Natiello en igual sentido y por los mismos fundamentos.


Voto por la afirmativa.



A la misma primera cuestión planteada el señor Juez, doctor Sal Llargués, dijo: 


Adhiero al voto de los colegas preopinantes en igual sentido y por los mismos fundamentos.


Voto por la afirmativa.


A la segunda cuestión planteada el señor Juez, doctor Natiello, dijo:

El agravio del recurrente se centra en la medida de seguridad impuesta a su pupilo procesal, entendiendo que ésta es inconstitucional.


Ahora bien, obviamente coincido con la Defensa en que no siendo el encausado imputable, no hay culpabilidad ni reproche posible, con lo cual la imposición de una pena resultaría a todas luces inviable. No obstante y sin mengua alguna de lo dicho,  no comparto el criterio defensista en cuanto a la mentada inconstitucionalidad.

Ello así dado que una “pena” y la medida de seguridad prevista en el art. 34 inc. 1 del C.P. no comparten su naturaleza jurídica. Sin adentrarme a considerar las profusas y distintas teorías sobre el punto, entiendo que el fin de la pena es tanto la prevención general y la retribución como la prevención específica, en tanto que la medida de seguridad contenida en la norma en cuestión no es retributiva, sino que su única finalidad es la prevención específica. En esencia, consiste en someter a tratamiento médico adecuado a personas que en estado de inimputabilidad han cometido una acción típicamente antijurídica y resultan peligrosas, incluso para sí mismas, evidenciando así su fin tutelar. Es por ello que asimismo se denominan medidas “curativas”. 

Tampoco abona a su favor el argumento del recurrente en cuanto a que, dado que C. se encuentra alojado en la misma Unidad Penitenciaria -Nº 34- en la que se hallaba antes del juicio en el que fuera absuelto por inimputable, “sería absurdo negar que está sufriendo una condena, la que no puede ocultarse mediante el título de medida de seguridad”. En verdad, el nombrado C. fue internado en dicha Unidad al momento de la conversión de su detención en prisión preventiva, atento el informe del personal del Hospital Municipal y de las pericias psiquiátricas efectuadas, las cuales estimó el Juez de Garantías interviniente acreditaban que el aludido sufría “una grave alteración de sus facultades que lo hacen peligroso para sí como para los demás” (fs. 6), por lo que dispuso que el medio coercitivo decretado se cumpliera con su “efectiva internación (art. 168 del C.P.P.) en la Unidad del S.P-P.B.A. Nº 34 (Neurosiquiátrico) de Melchor Romero…” (fs. 6 vta./7).  


A todo evento, nuestro Superior provincial ha determinado que la discusión es abstracta, pues nuestro sistema jurídico distingue las naturalezas jurídicas de la pena y las medidas de seguridad (P 32.882, P 40.436, entre otras). 

Recientemente, la Corte Suprema de Justicia de la Nación se ha pronunciado por la inconstitucionalidad de la reclusión por tiempo indeterminado prevista en el art. 52 del C.P., concluyendo que la misma resulta ontológicamente una pena y no una medida de seguridad, mas diferenciándola expresamente de la medida contemplada en la norma del art. 34 inc. 1 del código de fondo. En concreto,  sostiene la Corte que: “La discutida categoría de las medidas de seguridad, de naturaleza administrativa en su concepción originaria, entró en nuestra ley con las medidas posdelictuales para inimputables y alcohólicos, o sea que las medidas de seguridad previstas en nuestra legislación (inc. 1º del art. 34 y arts. 16 a 20 de la ley 23.737) tienen por objeto el sometimiento del agente a un tratamiento para su salud. Queda claro, pues, que las únicas medidas de seguridad en la ley argentina son las curativas” (S.C.J.N., G.560.XL, “Gramajo”, 05/11/06).

Establecido entonces que la medida contemplada en el art. 34 inc. 1 del código fondal no es una pena, cae por su peso el planteo referente al principio de proporcionalidad en función de la indeterminación del tiempo de internación. En primer lugar, porque la medida de seguridad curativa no debe guardar proporción con la infracción cometida, sino con la peligrosidad del sujeto debidamente constatada. Así, el límite de la duración de la medida se encuentra en relación directa y unívoca con la persistencia del estado de peligro. Sin perjuicio de lo dicho, deviene pertinente recordar aquí que, si bien la gravedad del ilícito cometido es sólo un indicio de la peligrosidad por inimputabilidad del procesado, en el caso de autos quedó plenamente evidenciada, ya que C. incendió su casa encontrándose tanto él como sus hijas mellizas de tan solo cuatro meses de edad en su interior.


También sostiene la Defensa que debió darse intervención a la justicia civil. Sin embargo, la remisión a dicho fuero es opcional para el juez penal. Así lo ha resuelto nuestra Suprema Corte de Justicia en fallo cuya extracción pertinente paso a transcribir: “El término “podrá” que señala el art. 34 inc.1, segundo párrafo, indica que el juez cuenta con la facultad de ordenar la internación llamada manicomial o remitir las actuaciones a la justicia civil para que, en el marco de la insania, se juzgue lo vinculado con la internación del enajenado”; incluso aclara que “Independientemente del nomen iuris dado por el juzgador a la medida aplicada, siempre que en esencia se trate de una medida de seguridad plasmada en el art. 34 inc.1, párrafo segundo del Código Penal , quien debe velar por su cumplimiento es el Juez que la dispuso.” (Ac. 94.344, 10/08/05).


Todo lo expuesto inclina mi voto por la negativa.

Es mi voto.


A la misma segunda cuestión planteada el señor Juez, doctor Piombo, dijo: 


Adhiero al voto del doctor Natiello en igual sentido y por los mismos fundamentos.


Voto por la negativa.



A la misma segunda cuestión planteada el señor Juez, doctor Sal Llargués, dijo: 


Debo apartarme de la opinión de los colegas preopinantes, y ello en función de una consideración de la temática que me lleva inexorablemente a pronunciarme por la afirmativa.


Asiste razón al recurrente. La reclusión manicomial, más allá de su denominación por la doctrina, como medida de seguridad, es pena respecto de una persona sobre la cual, la jurisdicción penal declara su irresponsabilidad con relación a un hecho delictual.


La sujeción a la jurisdicción penal de una persona que la ley civil identifica a menores de edad inimputables, carece de sentido. Si el sistema penal no puede actuar, el carácter restrictivo de la ley penal hace razonable la intervención de la jurisdicción civil, por vía de la legislación psiquiátrica, para hacerse cargo del incapaz.


Voto por la afirmativa.


A la tercera cuestión planteada, el señor Juez doctor Natiello dijo:


Visto el modo en que han quedado resueltas las cuestiones precedentes, estimo que corresponde: 1) declarar admisible el recurso de Casación interpuesto por la Defensa Oficial a favor de M. E. C. contra la sentencia dictada el 21/03/05 en causa Nº 137/1128 por el Tribunal en lo Criminal N° 2 del Departamento Judicial Azul (arts. 8 inc. 2º "h" de la C.A.D.H.; 14.5 del P.I.D.C.P.; 421, 448, 450, 451 y 454 inc. 2º del C.P.P.); 2) por mayoría, rechazar el mismo conforme los argumentos dados, sin costas(arts. 34 inc. 1° del C.P.; 421, 448, 459, 465, 530 y 531 del C.P.P.) y 3)tener presente la reserva del caso federal efectuada (art. 14 de la ley 48).


Es mi voto.


A la misma tercera cuestión planteada el señor Juez, doctor Piombo, dijo:


Adhiero al voto del doctor Natiello en igual sentido y por los mismos fundamentos.


Así lo voto.



A la misma tercera cuestión planteada el señor Juez, doctor Sal Llargués, dijo:


Dejando a salvo mi opinión expuesta en la cuestión anterior, adhiero al voto de los colegas preopinantes en igual sentido.


Con lo que terminó el Acuerdo dictándose la siguiente
S E N T E N C I A


Por lo expuesto en el Acuerdo que antecede, el Tribunal resuelve:

I.- Declarar admisible el recurso de casación interpuesto por la Defensa Oficial a favor de M. E. C. contra la sentencia dictada el 21/03/05 en causa Nº 137/1128 por el Tribunal en lo Criminal N° 2 del Departamento Judicial Azul.

Arts. 8 inc. 2º "h" de la C.A.D.H.; 14.5 del P.I.D.C.P.; 421, 448, 450, 451 y 454 inc. 2º del C.P.P..

II.- Por mayoría, rechazar el mismo conforme los argumentos dados, sin costas.

Art. 34 inc. 1° del C.P.; 421, 448, 459, 465, 530 y 531 del C.P.P..

III.- Tener presente la reserva del caso federal efectuada.

Art. 14 de la ley 48.


IV.- Cumplido con el registro legal, pase a la Mesa Unica General de Entradas, conforme el Acuerdo Extraordinario del Pleno suscripto con fecha 28/12/04, para su notificación con copia certificada de lo aquí resuelto al Tribunal en lo Criminal Nº 2 del Departamento Judicial Azul. 

Oportunamente archívese.

HORACIO DANIEL PIOMBO - BENJAMIN RAMON SAL LLARGUES - CARLOS ANGEL NATIELLO

ANTE MI:  CRISTINA PLACHE

